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I) NOVEDADES NORMATIVAS

En esta sesión del presente seminario, son numerosas las novedades normativas –sobre todo, estatales- que merecen ser destacadas en el ámbito de los aspectos financieros y presupuestarios desde la fecha de presentación del anterior informe. Se ha tomado como referencia el BOE y el BOA hasta los respectivos números de 5 de junio de 2012.

1. Estado

En este sentido, y en lo que concierne a regulación estatal, resultan en especial destacables las siguientes disposiciones generales:
- Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo 
Publicado en el BOE núm. 60, del 10.

El artículo 9 introduce modificaciones en el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, relacionadas con la protección de deudores hipotecarios sin recursos. La disposición añade un nuevo apartado 3 al artículo 106 TRLHL, generando un nuevo supuesto de sustitución para los casos de dación en pago de vivienda. La entidad adquirente, sería el sustituto y se da la circunstancia de que es un supuesto de sustitución “sin reembolso”.
- Orden HAP/537/2012, de 9 de marzo, por la que se aprueban el modelo de certificado individual, el modelo para su solicitud y el modelo de plan de ajuste, previstos en el Real Decreto-ley 4/2012, de 24 de febrero, por el que se determinan obligaciones de información y procedimientos necesarios para establecer un mecanismo de financiación para el pago a los proveedores de las entidades locales

Publicado en BOE núm. 65, de 16 de marzo.

- Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, por el que se introducen diversas medidas tributarias y administrativas dirigidas a la reducción del déficit público.

Publicado en BOE núm. 78, de 31 de marzo.

Se vuelven a introducir modificaciones en el IIVTNU. Se dispone un nuevo sistema de reducción de la base imponible en casos de revisión catastral que permite a los Ayuntamientos más capacidad de maniobra.

Antes de esta reforma, las características de la medida existente eran las siguientes:

· Reducción entre el 40% y el 60%, durante cinco años
· Podía ir variando de porcentaje
· Si no se ordenaba nada en la Ordenanza Fiscal, la reducción a aplicar era la máxima
Después del Decreto ley 12/2012, la situación es la siguiente:
· La reducción pasa a ser potestativa
· El máximo sigue siendo el 60% y se puede aplicar durante cinco años
· Se prevé qué sucede en 2012 con los Ayuntamientos que no hubieran establecido medida alguna al respecto en la Ordenanza Fiscal.
- Resolución de 27 de marzo de 2012, de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local, por la que se desarrolla la información a suministrar por las Corporaciones locales relativa al esfuerzo fiscal y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda. 

Publicado en BOE núm. 81, de 4 de abril

 - Orden PRE/773/2012, de 16 de abril, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de 1 de marzo de 2012, para la puesta en marcha del mecanismo de financiación para el pago a los proveedores de las Entidades Locales 

Publicado en BOE núm. 92 de 17 de abril.

En la sesión anterior se comentaron los respectivos reales decretos leyes 4 y 7/2012, mediante los cuales se daba cuerpo al mecanismo de financiación para que las entidades locales (y las comunidades autónomas) acometieran el pago de la deuda comercial.

El primero de ellos remitía a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos la adopción los acuerdos pertinentes para la puesta en funcionamiento de los medidas necesarios a tal fin; asimismo, fijaría las condiciones financieras.

El acuerdo de dicha comisión delegada tuvo lugar el día 1 de marzo, publicándose por Orden Ministerial de 16 de abril, en el BOE de 17.

- Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

Publicado en BOE núm. 103, de 30 de abril

No se comenta, dado que se ofrece en esta misma sesión una conferencia sobre esta disposición.

- Real Decreto-ley 19/2012, de 25 de mayo, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios. 

Publicado en BOE núm. 126, de 26 de mayo

Este Decreto ley aprueba “medidas urgentes de impulso del comercio” y de determinados servicios, mediante la eliminación de cargas y restricciones administrativas, en particular, mediante la supresión de las licencias de ámbito municipal vinculadas con los establecimientos comerciales, sus instalaciones y determinadas obras previas. Como se habrá explicado o se explicará en otros informes, estas medidas son aplicables a las actividades comerciales minoristas y a la prestación de determinados servicios previstos en el anexo de este real decreto-ley, realizados a través de establecimientos permanentes, situados en cualquier parte del territorio nacional, y cuya superficie útil de exposición y venta al público no sea superior a 300 metros cuadrados (se enumera una relación de actividades, en función de su epígrafe).

Así pues, no siendo exigible licencia de apertura, de actividad o de determinadas obras, las licencias previas que no puedan ser exigidas, serán sustituidas por declaraciones responsables, o bien por comunicaciones previas. Si alguien pudiera pensar que ello evitaba el pago de tributos asociados a estas licencias está en un error, y el Decreto ley se apresura a recordar que “En todo caso, el declarante deberá estar en posesión del justificante de pago del tributo correspondiente cuando sea preceptivo”.

En relación con esto último, la Disposición final primera del Decreto ley modifica el TRLHL, para aclarar la situación de dichos tributos.

Se modifica el contenido de las letras h) e i) del apartado 4 del artículo 20 (tasas), que queda redactado de la siguiente manera:

«h) Otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación del suelo y ordenación urbana o realización de las actividades administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o comunicación previa.

i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos o realización de las actividades administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o comunicación previa.»

Se modifican varios de los artículos que regulan el ICIO.

El apartado 1 del artículo 100, que queda redactado de la siguiente manera:

«1. El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras es un tributo indirecto cuyo hecho imponible está constituido por la realización, dentro del término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, se haya obtenido o no dicha licencia, o para la que se exija presentación de declaración responsable o comunicación previa, siempre que la expedición de la licencia o la actividad de control corresponda al ayuntamiento de la imposición.»

El apartado 2 del artículo 101, que queda redactado de la siguiente manera:

«2. En el supuesto de que la construcción, instalación u obra no sea realizada por el sujeto pasivo contribuyente tendrán la condición de sujetos pasivos sustitutos del contribuyente quienes soliciten las correspondientes licencias o presenten las correspondientes declaraciones responsables o comunicaciones previas o quienes realicen las construcciones, instalaciones u obras.

El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de la cuota tributaria satisfecha.»

El apartado 1 del artículo 103, que queda redactado de la siguiente manera:

«1. Cuando se conceda la licencia preceptiva o se presente la declaración responsable o la comunicación previa o cuando, no habiéndose solicitado, concedido o denegado aún aquella o presentado éstas, se inicie la construcción, instalación u obra, se practicará una liquidación provisional a cuenta, determinándose la base imponible:

a) En función del presupuesto presentado por los interesados, siempre que hubiera sido visado por el colegio oficial correspondiente cuando ello constituya un requisito preceptivo.

b) Cuando la ordenanza fiscal así lo prevea, en función de los índices o módulos que ésta establezca al efecto.

Una vez finalizada la construcción, instalación u obra, y teniendo en cuenta su coste real y efectivo, el ayuntamiento, mediante la oportuna comprobación administrativa, modificará, en su caso, la base imponible a que se refiere el apartado anterior practicando la correspondiente liquidación definitiva, y exigiendo del sujeto pasivo o reintegrándole, en su caso, la cantidad que corresponda.»

2. Comunidades Autónomas 

En el presente apartado procederemos a comentar aquellas disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas que, encontrándose referidas a los aspectos tributarios, de gasto público y crediticios, afectan a las Entidades locales. No hay disposiciones aragonesas reseñables. 

B) Cataluña

Se aprueba la Ley 5/2012, de 20 de marzo, de medidas fiscales, financieras y administrativas y de creación del Impuesto sobre las Estancias en Establecimientos Turísticos (BOE núm. 83, de 6 de abril). Aparte novedades fiscales importantes, pero que no afectan a la hacienda local, hay una intensa modificación del canon del agua, tributo del que sí son sujetos pasivos numerosas entidades locales catalanas.
C) Galicia

Se aprueba la Ley 4/2012, de 12 de abril, del Área Metropolitana de Vigo (BOE núm. 111 de 9 de mayo). El capítulo IV regula la Hacienda del Área Metropolitana de Vigo. Se enumeran los recursos de esta hacienda, que son los habituales, si bien tiene interés observar cómo se regulan las aportaciones de los ayuntamientos que la conforman y las de la Comunidad Autónoma. 

Respecto de las primeras, la norma (art. 33.1.c) señala que:

“Las aportaciones económicas de los municipios integrados en el área metropolitana, que serán fijadas por la asamblea metropolitana, previa propuesta de la junta de gobierno metropolitana, y que consistirán:

1. En una cantidad fija por habitante igual para cada ayuntamiento, que, necesariamente, deberá cubrir el sistema general de financiación del Área Metropolitana de Vigo.

2. En una cantidad, que será acordada en las comisiones mixtas paritarias y que dependerá de los servicios transferidos, calculada según las premisas de racionalidad y de no incrementar el gasto público y determinada por el coste efectivo neto.

Para tal fin, los ayuntamientos integrados en el área metropolitana consignarán, en sus presupuestos, las cantidades precisas.

Si las aportaciones económicas no se efectuasen, el área metropolitana, a través de la persona que ocupe la presidencia, podrá solicitarle a la Comunidad Autónoma que retenga, previa instrucción del correspondiente procedimiento y con cargo a las transferencias de carácter incondicionado y no finalista que esta pueda tener reconocidas a favor de los ayuntamientos deudores, los fondos del municipio deudor hasta la cuantía en que se cifre la deuda en cuestión y que los ingrese en la hacienda del área metropolitana.”

Respecto de las segundas, la norma (art. 33.1.d) señala que:

“d) Las transferencias, subvenciones y aportaciones en general provenientes de otras administraciones públicas, incluidas las aportaciones dirigidas a la financiación de servicios y competencias específicos previamente traspasados, delegados o encomendados calculadas según la premisa de no incrementar el gasto público y determinadas por el coste efectivo neto. Las aportaciones de los servicios traspasados por la Xunta de Galicia serán acordadas en las comisiones mixtas paritarias según lo establecido en la presente ley. También, en su caso, las que se pudiesen conceder con carácter no finalista.”

G) Navarra

Pueden destacarse las siguientes disposiciones: 
Primero, la Ley Foral 2/2012, de 14 de febrero, por la que se establece con carácter temporal un gravamen complementario en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y se modifican determinadas retenciones e ingresos a cuenta (BOE núm. 61, de 12 de marzo). Es una medida similar a la nacional que afecta a la obligación de retener por parte de las entidades locales.

Segundo, la Ley Foral 3/2012, de 14 de marzo, por la que se prolonga la vigencia y se modifica la Ley Foral 16/2008, de 24 de octubre, del Plan de Inversiones Locales para el periodo 2009-2012 (BOE núm. 88, de 12 de abril).

Tercero, la Ley Foral 9/2012, de 4 de mayo, de modificación del artículo 174 de la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra (BOE 124, de 24 de mayo). Introduce una sustitución para el adquirente de inmuebles en virtud de dación en pago similar a la prevista en la ley estatal.

I) Otras Comunidades Autónomas

En cuanto a otras Comunidades Autónomas, dos breves indicaciones referidas a las Comunidades Autónomas de las Islas Baleares y de Castilla y León.
Baleares aprobó la Ley 3/2012, de 30 de abril, de medidas tributarias urgentes (BOE núm. 134, de 5 de junio). Contiene modificaciones en el canon de saneamiento de aguas que endurecen la posición que pueden ostentar Ayuntamientos o empresas públicas suministradores de agua, si bien no dejan de ser las que ya se habían incorporado mediante el Decreto ley 6/2011. 
Por su parte, Castilla y León aprobó la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras (BOE núm. 77, de 30 de marzo). La ley introduce varios impuestos propios de carácter ambiental, alguno de los cuales presenta un cierto interés para las entidades locales. Por ejemplo, un impuesto sobre vertederos, del cual serán sujetos pasivos, en el caso de vertederos de residuos gestionados por entidades locales, las entidades locales titulares de las instalaciones.
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

Al igual que en informes precedentes, la referencia indicada entre paréntesis, en los pronunciamientos que más abajo se citan, corresponden a la base de datos Westlaw de la Editorial Thomson-Reuters (Aranzadi). Dado el importante volumen de otros materiales en este informe, teniendo en cuenta que no había resoluciones de interés del Tribunal Constitucional o del TSJ de Aragón, el comentario se contrae al Tribunal Supremo.

2. Tribunal Supremo

- Sentencia del TS de 18 de enero de 2012 (RJ 3615)

El TS estima parcialmente el recurso de casación deducido contra Sentencia de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas en relación con un procedimiento de reintegro por alcance. Dirá el Alto Tribunal que corresponde al Pleno del Ayuntamiento la aprobación de los presupuestos y la disposición de gastos, siendo el responsable directo del menoscabo de los fondos públicos municipales que pueda producirse. Por ello, los pagos ordenados por los alcaldes en el ejercicio de su función, bajo la cobertura de las acuerdos del Pleno, y ejerciendo las competencias que les atribuye la legislación de régimen local, no pueden tacharse de pagos indebidos, en razón de las ilegalidades que, al adoptarlos, hubiese cometido el Pleno. 

- Sentencia del TS de 15 de febrero de 2012 (JUR 2012 93394)
Esta sentencia trata de la aplicación, en la actualidad, del régimen especial previsto en la Ley 15/1987, de 30 de junio, a las empresas del “Grupo Telefónica”. Como se sabe, este régimen sustituye el pago de la mayoría de los tributos locales por una compensación proporcional a sus ingresos en el territorio municipal o provincial. Ello determina la gestión estatal de las autoliquidaciones y, en caso de no estar conformes los entes locales afectados con el reparto, reclamaciones y recursos contra los actos aplicativos de la Administración central. La sentencia, en un tono altamente didáctico, explica cómo deben incluirse únicamente los ingresos generados por la prestación de los servicios “concesionales”, herederos del primitivo monopolio; y que, en cambio, el resto de las sociedades del grupo deben someterse al régimen general de tributación local.

- Sentencia del TS de 10 de febrero de 2012 (JUR 2012 91979)
Dice el apartado 8 del artículo 113 del Texto Refundido de la Ley de Aguas (TRLA) que “Cuando un sujeto pasivo del canon de control de vertidos esté obligado a satisfacer algún otro tributo vinculado a la protección, mejora y control del medio receptor establecido por las Comunidades Autónomas en ejercicio de sus competencias, el importe correspondiente a este tributo se podrá deducir o reducir del importe a satisfacer en concepto de canon de control de vertidos. Con el objeto de arbitrar los mecanismos necesarios para conseguir la efectiva correspondencia entre los servicios recibidos y los importes a abonar por el sujeto pasivo de los citados tributos, el Ministerio de Medio Ambiente y las Administraciones autonómicas implicadas suscribirán los oportunos convenios de colaboración.” En la sentencia que se comenta se desestima el razonamiento del Ayuntamiento de Lleida que pretendía el no sometimiento a la tasa por razón de la doble imposición con el canon del agua. La sala reproduce argumentos empleados en relación con problemas paralelos habidos en otras áreas, como Aragón.
- Sentencia del TS de 1 de marzo de 2012 (JUR 2012 102019). 
La naturaleza jurídica de lo que deba exigirse por la prestación del servicio público de depuración de aguas, en los casos en que el servicio se presta a través de una sociedad pública o mixta, o una concesionaria, sigue siendo polémica. Lo que se intensificó una vez entrado en vigor el siguiente texto de la Ley General Tributaria, que más tarde suprimió la Ley de Economía Sostenible: “Por último, a partir de la publicación de la LGT hay que tener en cuenta que a tenor de su artículo 2.2.a (…) Y este precepto será de aplicación a todas las Administraciones Públicas, según lo dispuesto en el artículo 1 de la propia Ley”.  El TSJ de Castilla y León, Valladolid, anuló hace años la llamada Ordenanza Fiscal reguladora de la tarifa del servicio de depuración de la ciudad de Salamanca, respecto de un ejercicio en el que ya se encontraba vigente la nueva LGT, servicio gestionado a través de una concesionaria, entendiendo que la exacción tenía que haberse ordenado como tasa. Ayuntamiento y concesionaria presentaron recurso de casación que ha sido desestimado por la sentencia que se comenta. El Alto Tribunal, invocando la doctrina del Tribunal Constitucional, explica con rotundidad por qué la exacción ha de ser una tasa y no otra cosa. Interesa resaltar cómo rechaza el Tribunal Supremo los argumentos basados en la normativa reguladora de la contratación del sector público.
- Sentencia del TS de 2 de marzo de 2012 (RJ 4353)
La sentencia que se comenta trata de la responsabilidad cometida por un conocido responsable de un conocido Ayuntamiento andaluz. Aunque en el recurso concurren varias líneas argumentales, la que me parece más interesante se refiere a la prescripción o no de la acción para imputar esta responsabilidad, lo que tiene mucho que ver con la fórmula de interrupción del plazo de prescripción. Dice la sala que, por lo que se refiere a la necesidad o no del conocimiento formal de los hechos interruptivos de la prescripción por parte del recurrente, interesa señalar que tal requisito no está establecido en normativa que resulta de aplicaciónn. Por ello obligado resulta acudir a la naturaleza civil de la responsabilidad contable, cuyo contenido privativo, en la que pueden incurrir quienes tienen a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos consiste, estrictamente, en la obligación de indemnizar los daños y perjuicios causados. Recuerda el Tribunal, sobre la exigencia del conocimiento formal por los interesados, que la finalidad del procedimiento fiscalizador no es la de detectar hechos generadores de responsabilidad contable, ni, consiguientemente, se dirige contra nadie en concreto, sino simplemente, la de poner en conocimiento de las Cortes Generales o, en su caso, otros órganos públicos, la fiscalización de una entidad pública. Esta especial naturaleza de la función fiscalizadora es la que lleva a a diferenciar el procedimiento fiscalizador de los procedimientos tributario y presupuestario en los que la normativa sí exige el conocimiento formal del interesado y, en consecuencia, a la inexigibilidad de su puesta en conocimiento a los particulares toda vez que la responsabilidad contable tiene naturaleza reparatoria y no propiamente sancionadora.
- Sentencia del TS de 7 de marzo de 2012 (JUR 2012 119676)
La sentencia que se comenta trata de la cuantificación del canon de control de vertidos. En general, el importe se alcanza multiplicando el volumen de vertido autorizado por el precio unitario de control de vertido. Este precio unitario se calcula multiplicando el precio básico por metro cúbico por un coeficiente de mayoración o minoración. Así pues los elementos a considerar son tres: el volumen de vertido; el precio básico de control de vertido por metro cúbico; y el coeficiente de mayoración o minoración. 

El coeficiente de mayoración o minoración se establece en función de la naturaleza, características y grado de contaminación del vertido, así como por la mayor calidad ambiental del medio físico en que se vierte. El coeficiente de mayoración del precio básico, que no podrá ser superior a 4, queda determinado en el anexo IV del RDPH. El cálculo se obtiene, para cada uno de los dos tipos de vertido previstos (agua residual urbana o industrial), del resultado de multiplicar tres factores correspondientes a los tres datos siguientes: características del vertido (de 1 a 1,28); grado de contaminación del vertido (de 0,5 a 2,5)  y calidad ambiental del medio receptor (de 1 a 1,25). En el propio anexo se incluyen una serie de instrucciones operativas. 

El TSJ de Valencia había planteado cuestión de ilegalidad contra el artículo 292 letra b) del RDPH y la cuestión va a ser estimada por la sentencia del TS que se comenta. Se rechaza la legalidad en la parte que dice que en todo caso se aplicará el factor de mayoración de 4. El Alto Tribunal considera que el automatismo que exige la expresión “en todo caso” no sólo no está habilitado por el texto legal, sino que es contradictorio con el apartado a) del artículo 291 del propio RDPH, cuando regula los métodos de estimación indirecta aplicables, ya que si ese coeficiente 4 es aplicable de manera inexorable resultan irrelevantes “la naturaleza, características y grado de contaminación del vertido y la calidad del medio físico en que se vierte”, circunstancias que, sin embargo, son determinantes del canon. En suma, que estas circunstancias han de tenerse en cuenta también para vertidos no autorizados.

El fallo de la Sentencia ha sido publicado en el BOE núm. 101, de 27 de abril.

- Sentencia del TS de 7 de marzo de 2012 (JUR 2012 120919)
El TSJ de Madrid dictó sentencia, con fecha 28 de diciembre de 2007, estimando el recurso contencioso administrativo promovido por la Asociación Nacional de Grandes Empresas de Distribución frente a la modificación de la Ordenanza Fiscal Reguladora de la Tasa por Utilización Privativa o Aprovechamiento Especial del Dominio Público Local, en lo referente al “Paso de vehículos”. Existían modificaciones importantes, pues se introduce una fórmula polinómica de calculo, con inclusión de nuevos factores, como el ancho de la acera (tres metros siempre, sea cual sea la medida real), y la clase de aprovechamiento que viene determinado por la superficie construida del garaje-aparcamiento y por el uso, residencial o no del inmueble, y otros parámetros de cuantificación. La sala adujo la ausencia de verdaderos y efectivos estudios económico-financieros que justificasen el coste y el rendimiento de la tasa, existiendo, además, una desconexión entre la memoria y la tasa aprobada.

El TS desestima el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Madrid contra dicha Sentencia. El Ayuntamiento, entre otras cosas, alegaba la razonabilidad de la cuantificación de la tasa en atención a la superficie del garaje o aparcamiento y del resto de factores correctores y su justificación en el expediente. Al entender del TS, la envergadura de las modificaciones obligaba a que el informe motivara con el suficiente detalle el incremento que representaba la modificación: analiza los aspectos controvertidos y comparte el fallo de la sentencia de instancia.

- Sentencia de 10 de mayo de 2012 (sin referencia aún)

El TS ha dado la razón al Ayuntamiento de Zaragoza en cuanto a la sujeción al IVA de los servicios públicos de saneamiento, depuración y recogida de basuras, por los que cobraba una tasa. Se daba la circunstancia de que la prestación material la efectuaba una empresa concesionaria, a la que el Ayuntamiento remuneraba, deduciéndose el IVA soportado en sus autoliquidaciones. 

III) OTROS DOCUMENTOS

Comentamos el proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2012 y un proyecto de ley de Aragón relativo al canon de saneamiento.
Proyecto de Ley de Presupuestos generales del Estado para 2012

El proyecto de ley de Presupuestos Generales del Estado se publicó en el BOCG-CD, con fecha de 7 de abril. Se encuentra aprobado –con pocas modificaciones- por el Congreso y a la fecha en la que se redactan estas líneas sigue su tramitación en el Senado.

Contiene disposiciones varias de interés para la hacienda local, algunas de habitual presencia en una ley así.

Efectúa la aplicación al ejercicio del modelo de financiación. La Participación de las Entidades Locales en los Tributos del Estado para este año es, en el proyecto, de 14.683 millones de euros. A esta cantidad se suman otras transferencias por valor de 632,7 millones de euros, lo que que sitúa la dotación total prevista en 15.315,7 millones. Esta cantidad no incluye la cuantía correspondiente a la cesión de los impuestos estatales. De esta cifra:
4.988,56 millones corresponderá a entregas a cuenta de 2012 a favor de municipios incluidos en el modelo de cesión; 
otros 3.734,44 serán las entregas a cuenta para municipios no incluidos en este modelo; 
4.205,28 millones más, serán las entregas a cuenta de 2012 a favor de provincias y entes asimilados; y, finalmente, 
1.754,8 millones corresponderán a la liquidación definitiva de 2010.
En este ejercicio se reintroduce el procedimiento de cancelación de saldos deudores a cargo de las Entidades Locales que se deriven de la liquidación definitiva de la PIE de 2010. 
El texto presentado en al Congreso recuerda además que para 2012 se ha instrumentado un anticipo del 50% de la liquidación de 2010, y que se ha modificado el procedimiento de reintegro de los saldos deudores de las Entidades Locales, correspondientes a 2008 y 2009, ampliándose a 120 mensualidades.
Más en concreto, prevé la revisión cuatrienal del ámbito subjetivo de aplicación de los modelos de financiación (arts. 82 a 85).
Se fija también la cesión a favor de entes locales de la recaudación de impuestos estatales 2012 (rts. 86 a 89: municipios y arts. 94 a 97: provincias y otros). Al hilo de todo ello, la DF 6.ª procede a modificar el TRLHL, sustituyéndose los porcentajes, por razón de los cambios habidos en el sistema fiscal. De igual modo, la DF 7.ª modificaría el TRLHL, sustituyéndose la redacción de algunos elementos propios de la cesión.
En cuanto a la participación en los tributos del Estado 2012 los arts. 90-91 determinan participación de los municipios en el Fondo Complementario de Financiación; los arts. 92-93, la del resto de municipios y los arts. 98 a 104, la del resto de entidades locales. La DA 48.ª fija criterios de evolución de los ingresos tributarios del Estado y la DA 50.ª dispone la regularización de las entregas a cuenta del año 2012 transferidas con anterioridad a la LPGE 2012.

La Ley se refiere a la prórroga efectuada por el Decreto ley 20/2011, art. 10, de los anticipos de la liquidación definitiva de 2010 y ss (DA 49.ª), lo que se relaciona con la DA 4.ª del Decreto ley 7/2012.
Respecto del reintegro de los saldos deudores de las liquidaciones 2008 y 2009, la DF 10.ª prevé un fraccionamiento a 120 meses.
Como es habitual se fijan compensaciones, subvenciones y ayudas (transporte urbano; beneficios fiscales; otras). Se regulan cuestiones como anticipos a favor de Ayuntamientos por desfases en la gestión recaudatoria de los tributos locales; normas instrumentales relativas a los Entes locales; la gestión presupuestaria de determinados créditos; ciertos aspectos de la información a suministrar y de las retenciones a practicar ex DA 4.ª TRLHL.

Aparecen disposiciones singulares relativas a las ciudades de Barcelona y Marbella; referencias a los procedimientos de suministro de información de los presupuestos, previsiones contables y liquidaciones de las EELL; fijación del interés de demora (que no varía).

La DF 18.ª da una redacción más a la DA 14.ª del Decreto-ley 20/2012, que prorrogaba el art. 14 del Dley 8/2010 para 2012. En el párrafo segundo (para la determinación del ahorro neto y de los ingresos corrientes…), se añade: 
“(…) descontando, en todo caso, en el cálculo del ahorro neto y en el del nivel de endeudamiento, el efecto que, en ambos casos, pueda tener el importe de los ingresos afectados.”
En cuanto a obligaciones fiscales, el art. 80, junto con la DA 44.ª, actualizan los precios básicos del canon de control de vertidos. Dice así el art. 80:
“Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida, de conformidad con lo previsto en el artículo 113 apartado 2 del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, el precio básico por metro cúbico para el agua residual urbana se fija en 0,01653 euros y para el agua residual industrial en 0,04132 euros.”
Hasta ahora estaba en 0,01202 € para el agua residual urbana, y en 0,03005 € para el agua residual industrial. 
Proyecto de Ley de modificación de la Ley aragonesa 6/2001

En el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón de fecha de 1 de junio de 2012 se publica un Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley 6/2001,  de 17 de mayo, de Ordenación y Participación  en la Gestión del Agua en Aragón.

Consta de un artículo único, que da nueva redacción al artículo 51.2 (exenciones), añadiendo un nuevo supuesto [letra e)]:


«e. La utilización de agua en edificaciones no integradas en núcleos de población destinadas a vivienda o vinculadas a la actividad agrícola, cuando los caudales procedan de aprovechamientos realizados directamente por el usuario y las aguas residuales no se viertan a un sistema de saneamiento o depuración de titularidad pública».

Además, se añade una nueva disposición adicional, referida a la exención del artículo 51.2.d), con la siguiente redacción:

“Será de aplicación la exención establecida en el artículo 51.2.d) de la presente Ley en las entidades singulares de población incluidas en el objeto de un contrato para la construcción de una estación depuradora de aguas residuales, en los siguientes supuestos: 

a) Cuando, previamente a la entrada en funcionamiento de la instalación, la Administración acuerde la resolución del contrato, durante el período comprendido entre la fecha del acuerdo de resolución y la de la nueva licitación. 

b) Cuando, previa modificación del contrato acordada antes de la entrada en funcionamiento de la instalación, las entidades sean excluidas de la actuación objeto del mismo, durante el período comprendido entre la fecha del acuerdo de modificación del contrato y la de la nueva licitación. 

c) Cuando, previa modificación del contrato, la construcción de las instalaciones quede diferida en el tiempo, durante el periodo comprendido entre la fecha del acuerdo de modificación del contrato hasta la fecha de inicio de las obras. 

Se dará publicidad a la aplicación de la exención en los supuestos anteriores a través del Boletín Oficial de Aragón».

 Con ello se trata de salir al paso de los problemas de exacción del canon en municipios en los que se ha paralizado la construcción de las infraestructuras, entre otras circunstancias.
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